
BOE núm. 259 Lunes 27 octubre 2008 12515

de alegaciones, por lo que ha vulnerado su derecho a la 
presunción de inocencia.

A este respecto, cabe señalar, en primer lugar, que de 
acuerdo con lo establecido con el artículo 80.2 de la Ley 
30/1992, de 26 de noviembre, de Régimen Jurídico de las 
Administraciones Públicas y del Procedimiento Admi-
nistrativo Común, es potestativo para el instructor del 
procedimiento, acordar la apertura de un período de prue-
ba, habiéndose manifestado en este sentido el Tribunal 
Supremo en sentencia de 11 de febrero de 1998, al esta-
blecer que «La prueba prevista en la Ley de Procedi-
miento viene configurada con carácter potestativo para la 
Administración, pero sin que el hecho de no practicarse 
la misma tenga como consecuencias inmediata la decla-
ración de nulidad del acto administrativo», pudiendo re-
chazarse, asimismo, las pruebas propuestas por el intere-
sado cuando estas sean innecesarias o improcedentes, 
según prevé el artículo 80.3 de la citada Ley 30/1992, de 
26 de noviembre, circunstancias que concurren en el su-
puesto analizado.

Por su parte, el Tribunal Constitucional en SSTC 2/
1987, 190/1987 y 22/1990, entre otras, señala que lo que 
del artículo 24.2 de la Constitución nace para el adminis-
trado sujeto a un expediente sancionador, no es el dere-
cho a que se practiquen todas aquellas pruebas que tenga 
a bien proponer, sino tan sólo las que sean pertinentes o 
necesarias (STC192/1987), ya que -como también ha se-
ñalado este Tribunal- sólo tiene relevancia constitucional 
por provocar indefensión la denegación de pruebas que, 
siendo solicitadas en el momento y la forma oportunas, 
no resultase razonable y privase al solicitante de hechos 
decisivos para su pretensión (STC 149/1987). Todo lo 
cual, significa que no se produce una indefensión de rele-
vancia constitucional cuando la inadmisión de una prue-
ba se ha producido debidamente en aplicación estricta de 
normas legales cuya constitucionalidad no se pone en 
duda, ni tampoco cuando las irregularidades procesales 
que se hayan podido producir en la inadmisión de alguna 
prueba no han llegado a causar un efectivo y real menos-
cabo del derecho de defensa.

3. Alega la parte recurrente no haber respetado la 
resolución impugnada el contenido del artículo 138 de la 
Ley 30/1992, de 26 de noviembre, de Régimen Jurídico 
de las Administraciones Públicas y del Procedimiento 
Administrativo Común, en relación con el artículo 20 del 
Real Decreto 1398/1993, de 4 de agosto, por el que se 
aprueba el Reglamento del procedimiento para el ejerci-
cio de la potestad sancionadora, al no haber resuelto to-
das las cuestiones por él planteadas.

Esta alegación ha de ser desestimada por falta de fun-
damento jurídico, habida cuenta que, del análisis del ex-
pediente, se colige una total congruencia y motivación 
entre los hechos enjuiciados y los que han sido objeto de 
sanción. Ahora bien, cabe significar que la exigencia de 
congruencia no implica un ajuste literal a las alegaciones 
de la`parte recurrente, dada la potestad administrativa 
para aplicar la norma correcta, sino lo que supone es el 
deber administrativo de respuesta adecuada y congruente 
con el respeto a los hechos que determinan la causa pe-
tendi, de tal modo que sólo ellos junto con la norma que 
les sea correctamente aplicable, sean los que determinen 
la resolución.

Y, en cuanto a la motivación de las resoluciones, cabe 
señalar, que el Tribunal Constitucional en reiteradas oca-
siones ha advertido (SSTC 66/1996 y 1269/1996) que la 
exigencia de motivación «no autoriza a exigir un razona-
miento judicial exhaustivo y pormenorizado de todos los 
aspectos y perspectivas que las partes puedan tener de la 
cuestión que se decide, sino que deben considerarse sufi-
cientemente motivadas aquellas resoluciones judiciales 
(en este caso administrativas) que vengan apoyadas en 
razones que permitan conocer cuales han sido los crite-
rios jurídicos esenciales fundamentadores de la decisión, 
es decir, la ratio decidendi, que ha determinado aquélla 
(SSTC 14/1991, 28/1994, 145/1995, 32/1996), porque la 
motivación no está reñida con la brevedad y la conci-
sión».

4. Por lo que respecta a la alegación relativa a la 
omisión del trámite de audiencia, es decir, no haberse 
notificado la propuesta de resolución, ha de señalarse que 
a tenor de lo preceptuado en el punto 4 del artículo 84 de 
la Ley 30/1992, de 26 de noviembre, de Régimen Jurídi-

co de las Administraciones Públicas y del Procedimiento 
Administrativo Común, en relación con el artículo 19.2 
del Real Decreto 1398/1993, de 4 de agosto, por el que se 
aprueba el Reglamento del procedimiento para el ejerci-
cio de la potestad sancionadora «se podrá prescindir del 
trámite de audiencia cuando no figuren en el procedi-
miento ni sean tenidos en cuenta otros hechos ni otras 
alegaciones y pruebas que las aducidas, en su caso, por el 
interesado de conformidad con lo previsto en el artículo 
3 y en el punto 1 del artículo 16 del presente Reglamen-
to», disponiendo el artículo 19.3 que «la propuesta de 
resolución se cursará inmediatamente al órgano compe-
tente para resolver el procedimiento, junto con todos los 
documentos, alegaciones e informaciones que obren en 
el mismo». Por tanto, y de conformidad con el citado 
precepto, al no haberse tenido en cuenta otros hechos ni 
otras alegaciones y pruebas que las ya aducidas, no es 
preceptiva la notificación de la propuesta de resolución al 
interesado.

A mayor abundamiento, cabe señalar que según reitera-
da jurisprudencia (Sentencias del Tribunal Supremo de 21 
de abril de 1997, 2 de junio de 1997, 16 de marzo de 1998 
y 24 de abril de 1999, entre otras), dicho trámite deja de ser 
imprescindible, desde la óptica de la plena satisfacción del 
derecho a ser informado de la acusación, si en un trámite 
anterior se notificó «un pronunciamiento preciso acerca de 
la responsabilidad que se imputa, integrado por la defini-
ción de la conducta infractora que se aprecia y su subsun-
ción en un concreto tipo infractor, así como la consecuen-
cia punitiva que aquella se liga en el caso de que se trata», 
elementos todos ellos que quedan reflejados en la denun-
cia, la cual según obra en el expediente administrativo, fue 
notificada a la mercantil recurrente en la fecha que consta 
en el aviso postal de recibo.

5. Manifiesta, por último, la parte recurrente su dis-
conformidad con la falta de consideración de los criterios 
de proporcionalidad para graduar la sanción, establecidos 
en el artículo 131 de la Ley 30/1992, de 26 de noviembre, 
por lo que solicita la reducción de la misma, alegación 
que no puede ser aceptada ya que, calificados los hechos 
imputados como infracción muy grave del artículo 
140.1.9 de la Ley 16/1987, de 30 de julio y siendo sancio-
nable la misma, en aplicación de lo dispuesto en el ar-
tículo 143.1.i), con multa de 4.601 a 6.000 euros -por 
aplicación de la modificación legislativa efectuada en 
ambos preceptos por la Ley 29/2003, de 8 de octubre, 
sobre mejora de las condiciones de competencia y segu-
ridad en el mercado de transporte por carretera-, ha de 
considerarse que, teniendo en cuenta las circunstancias 
concurrentes en el caso, el órgano sancionador ha gra-
duado correctamente la sanción limitándola a una multa 
de 4.601,00 euros. Por lo tanto, la resolución impugnada 
tiene en cuenta el principio de proporcionalidad en los 
términos previstos en reiterada jurisprudencia del Tribu-
nal Supremo, entre la que puede destacarse la Sentencia 
de 8 de abril de 1998: «El órgano sancionador puede, por 
efecto del principio de proporcionalidad, imponer la 
sanción que estime procedente dentro de lo que la ley 
señala».

En su virtud, esta Secretaría General de Transportes, 
de conformidad con la propuesta formulada por la Subdi-
rección General de Recursos ha resuelto desestimar el 
recurso de alzada formulado por Rubestir, S.L., contra la 
resolución de la Dirección General de Transportes por 
Carretera, de fecha 9 de enero de 2008, que le sanciona 
con una multa de 4.601,00 euros y clausura del local por 
período de tres meses, por la comisión de una infracción 
muy grave tipificada en el artículo 140.1.9 de la Ley 16/
1987, de 30 de julio, de Ordenación de los Transportes 
Terrestres, modificada por la Ley 29/2003, de 8 de octubre 
por realizar transporte público careciendo de la autoriza-
ción preceptiva (Expediente IC 936/2007), resolución que 
se declara subsistente y definitiva en vía administrativa.

Contra esta resolución que pone fin a la vía adminis-
trativa, cabe recurso contencioso-administrativo, ante los 
Juzgados Centrales de lo Contencioso-Administrativo 
con sede en Madrid, en el plazo de dos meses contados 
desde el día siguiente al de su notificación.».

Madrid, 8 de octubre de 2008.–Subdirector General 
de Recursos, Isidoro Ruiz Girón. 

 60.339/08. Anuncio de la Subdirección General de 
Recursos sobre notificación de la resolución re-
caída en el recurso administrativo 2006/09082.

Al no haberse podido practicar la notificación perso-
nal a los interesados conforme dispone el artículo 59.5 de 
la Ley 30/1992, de 26 de noviembre, de Régimen Jurídi-
co de las Administraciones Públicas y del Procedimiento 
Administrativo Común, modificada por la Ley 4/1999, 
de 13 de enero, y en aplicación a lo dispuesto en el mis-
mo artículo, debe publicarse, a efectos de notificación, la 
resolución del recurso de fecha 30 de julio 2008, adopta-
da por la Subscretaria del Departamento, por delegación 
de la Ministra en el expediente número 2006/09082.

«Examinado el recurso interpuesto por Dña. Margari-
ta Huguet Samper contra la resolución de la Secretaría 
General de Transportes de fecha 10 de noviembre de 
2.006 relativa a la imposición de una sanción de 6.000 
euros a la recurrente, por la comisión de infracción tipifi-
cada en el artículo 116.3.f) de la Ley 27/1992, de 24 de 
noviembre, de Puertos del Estado y de la Marina Mercan-
te (Expediente. 05/111/54).

Antecedentes de hecho

Primero.–En fecha 25 de octubre de 2005, fue blo-
queado el canal de entrada al puerto de Barcelona, por 
parte de varios buques, encontrándose entre ellos el de-
nominado «Francesc i Lluis», con matrícula 3.ª-BA-1-1-
95.

Segundo.–Con fecha 30 de noviembre de 2005 se 
acuerda por el órgano competente la iniciación del expe-
diente sancionador contra el ahora recurrente.

Tercero.–Como consecuencia de ello, se tramitó el 
correspondiente procedimiento sancionador en el que, 
tras la preceptiva audiencia al interesado, se dicta por la 
Secretaría General de Transportes la resolución ahora 
recurrida.

Cuarto.–Con fecha 21 de noviembre de 2006, Dña. 
Margarita Huguet Samper interpone el recurso en el que 
trae causa la presente, en el que tras manifestar lo que 
considera más conveniente a su derecho, solicita la revo-
cación del acto impugnado.

Quinto.–La Dirección General de la Marina Mercante 
informa el presente recurso en sentido desestimatorio.

Fundamentos de Derecho

Único.–La recurrente centra sus alegaciones en defen-
der que los hechos no han quedado acreditados de forma 
suficiente, vulnerándose con ello el principio de presun-
ción de inocencia.

En relación con dichas alegaciones cabe manifestar 
que la denuncia efectuada por el Servicio Marítimo de la 
Guardia Civil tiene valor probatorio de acuerdo con lo 
establecido en el artículo 7.1 de la Ley Orgánica 2/1986 
de 13 de marzo reguladora de los Cuerpos y Fuerzas de 
Seguridad del Estado en relación con lo dispuesto en el 
artículo 17.5 del Real Decreto 1398/1993, de 4 de agosto, 
por el que se aprueba el Reglamento de Procedimiento 
para el Ejercicio de la Potestad Sancionadora, de forma 
que, teniendo en cuenta el valor probatorio de la denun-
cia, y el hecho de que la recurrente no aportó prueba al-
guna en su favor, ha de estarse al contenido de la denun-
cia ya que, tal y como señala el Tribunal Supremo, 
cuando exista un mínimo de indicios acusativos es im-
prescindible una actividad probatoria por parte de quien 
trate de beneficiarse de la presunción de inocencia. (Sen-
tencia de 26 de julio de 1.988).

En su virtud,

Este ministerio, de conformidad con la propuesta de la 
Subdirección General de Recursos, ha resuelto desesti-
mar el expresado recurso interpuesto por Dña. Margarita 
Huguet Samper contra la resolución de la Secretaría Ge-
neral de Transportes de fecha 10 de noviembre de 2.006 
relativa a la imposición de una sanción de 6.000 euros a 
la recurrente, resolución que se confirma en sus propios 
términos.

Contra esta Resolución, que pone fin a la vía adminis-
trativa, cabe recurso contencioso-administrativo ante los 
Juzgados Centrales de lo Contencioso-Administrativo 
con sede en Madrid, en el plazo de dos meses desde el día 
siguiente al de su notificación.».

Madrid, 7 de octubre de 2008.–Subdirector General 
de Recursos, Isidoro Ruiz Girón. 


